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Capítulo 9  
Requisitos básicos 
para una contribución 
parlamentaria efectiva 
en materia de derechos humanos

Principios básicos

En lo que atañe a la promoción y la protección de los derechos humanos, los 
parlamentos y sus miembros son agentes fundamentales: la actividad parlamentaria en 
conjunto (legislar, aprobar el presupuesto de un Estado y supervisar al poder ejecutivo) 
abarca el espectro completo de los derechos políticos, civiles, económicos, sociales 
y culturales y por ello tiene una repercusión inmediata en el disfrute de los derechos 
humanos por la población. En cuanto institución del Estado que representa a los 
ciudadanos y por conducto de la cual éstos participan en la gestión de los asuntos 
públicos, el parlamento es sin lugar a dudas el guardián de los derechos humanos. 
El parlamento debe ser consciente de este papel en todo momento ya que la paz, 
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la armonía social y el desarrollo sostenido del país dependen en gran parte de la 
medida en que los derechos humanos impregnen toda la actividad parlamentaria.

Para que los parlamentos desempeñen efectivamente su papel de guardianes 
de los derechos humanos deben cumplirse criterios específicos y establecerse 
determinadas salvaguardias.

Garantizar el carácter representativo del parlamento

La autoridad del parlamento emana en gran medida de su capacidad de reflejar 
fielmente la voluntad y la diversidad de todos los componentes de la sociedad, 
incluidos hombres y mujeres, personas con distintas opiniones políticas, grupos 
étnicos, minorías y grupos en situación de vulnerabilidad. Para conseguirlo, los 
miembros del parlamento deben ser elegidos por el pueblo, a través de elecciones 
genuinas y periódicas, por sufragio universal, igual y secreto, de conformidad con 
los derechos consagrados en el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y el artículo 25 del PIDCP.

Recuadro 30	 Representación de las mujeres en el parlamento y en la UIP

Si bien las mujeres constituyen la mitad de la población mundial, esto no se ve 
reflejado en su proporción de escaños en los parlamentos, que en 2015 era del 
22,6%. No obstante, se han realizado avances importantes en el último decenio ya 
que su proporción era tan sólo del 16,2% en 2005.

La publicación anual de la UIP, titulada Las mujeres en el parlamento. Perspectiva 
anual,presenta una visión general y un análisis de los avances realizados, así como 
de los reveses a los que se enfrentan las mujeres en los parlamentos, más allá de 
las elecciones y las renovaciones celebradas durante el año.

El análisis de la UIP para 2015 arribó, entre otras, a las siguientes conclusiones:

•	 Cuotas: necesarias pero no suficientes. Las cuotas electorales de género 
marcan una enorme diferencia en la elección de las mujeres al parlamento. 
En 2015, en las elecciones que contaban con cuotas reguladas por ley, las 
mujeres ocuparon casi un cuarto de los escaños parlamentarios disponibles. 
Sin embargo, tal como se observa en diversos países, las cuotas solo son 
eficaces si lo es su régimen de aplicación. Si las disposiciones de cuotas se 
pasan por alto y no se aplica ninguna sanción, o las sanciones existentes no 
se hacen cumplir de forma estricta, no resulta elegido un gran número de 
mujeres. También es necesario encontrar soluciones más innovadoras que 
aborden el constante desafío al que se enfrentan las mujeres para asegurar una 
financiación adecuada de sus campañas.

•	 El contexto importa: sistemas electorales. Incluso cuando las cuotas de 
género no se respetaron totalmente, los sistemas electorales mantuvieron el 
número de mujeres elegidas tanto en la región nórdica (Dinamarca y Finlandia) 
como en América Latina (Argentina y Guyana). Las mujeres ocuparon el 25,8% 
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de los escaños elegidos por representación proporcional, en comparación con 
el 22,3% de los elegidos mediante sistemas de mayoría absoluta o asignados 
por nombramiento. Aunque la representación proporcional en sí misma permite 
que los partidos políticos incluyan más mujeres (ya que permite elegir a más de 
un candidato para una circunscripción), este sistema es más compatible con 
las cuotas de candidaturas reguladas por ley. Estas cuotas son más difíciles de 
instaurar en sistemas de mayoría absoluta, precisamente porque solo se puede 
elegir a un candidato o candidata por circunscripción.

•	 Todos los partidos políticos deben incluir a candidatas. Los datos sobre 
los individuos que presentan candidaturas se siguen recopilando de forma 
esporádica, por lo que es difícil realizar un análisis exhaustivo. Los datos 
disponibles indican que las tasas de éxito de las mujeres son más altas cuando 
la cuota se instaura en forma de escaños reservados (Pakistán y República 
Unida de Tanzania) y cuando el resultado de las elecciones es más predecible 
dado la fortaleza del partido gobernante (Etiopía, Singapur y Tayikistán). En 
2015, el éxito electoral de las mujeres repercutió con más fuerza en los países 
en los que el parlamento es relativamente pequeño, como en los pequeños 
Estados insulares de las Islas Marshall, Tuvalu y St Kitts y Nevis. No obstante, 
estos datos enmascaran un hallazgo importante: los partidos políticos 
conservadores tienden a resistirse a la adopción de metas o cuotas voluntarias, 
por lo que resultan electas menos mujeres como candidatas.

La UIP ha instaurado un ejemplo internacional como la única organización 
internacional que dispone de cuotas internas para las mujeres en puestos 
que se ocupan por elección y sanciona a las delegaciones que no incluyen a 
representantes de ambos sexos.

Proteger la libertad de expresión de los parlamentarios

El parlamento sólo puede desempeñar su papel si sus miembros disfrutan del 
derecho a la libertad de expresión necesaria para poder hablar en nombre de los 
ciudadanos y ciudadanas que representan. Los miembros del parlamento deben tener 
libertad para recabar, recibir y divulgar información e ideas sin temor a ser objeto de 
represalias. Por consiguiente, en general se les concede un estatuto especial, con 
el propósito de proporcionarles la independencia necesaria: gozan de inmunidad 
o prerrogativas parlamentarias con respecto a la libertad de expresión durante los 
procedimientos parlamentarios.

Recuadro 31	 El contexto histórico de la inmunidad parlamentaria1

En Gran Bretaña, a partir de la Carta Magna en 1215, los derechos de los 
individuos frente aquellos que se encuentran en el poder ofrecían garantías 

1	 Inmunidad parlamentaria, Documento de antecedentes preparado por la UIP y el PNUD, 2006
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contra el abuso del poder real, sobre todo el derecho a no ser encarcelado o 
detenido arbitrariamente. Tanto la Petición de Derechos (1628) como la Ley 
del Hábeas Corpus (1679) y, por último, la Carta de Derechos (1689) hacen 
referencia a la tradición de derecho anglosajón de los derechos individuales, 
que fueron confirmados o ampliados. Por lo tanto, el concepto anglosajón de 
inmunidad se encuentra enraizado en el desarrollo gradual de la costumbre, que 
se aplica a todos y todas, incluyendo a los parlamentarios. Por este motivo, los 
parlamentarios británicos no sienten la necesidad de contar con una protección 
especial, ya que consideran que el derecho anglosajón es suficiente para 
protegerlos contra las actuaciones arbitrarias por parte del rey o el gobierno.

No es éste el caso en Francia, donde fue necesaria una revolución para reclamar 
los derechos de los individuos frente al poder estatal. La Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de 1789 no fue el resultado de un acuerdo común 
sobre valores políticos básicos que fueron evolucionando a lo largo de los años. 
Hubo que adoptar medidas especiales para asegurar la independencia de los 
miembros de la Asamblea Nacional. Cuando, el 25 de junio de 1789, el rey ordenó 
a los Estados Generales que abandonaran el edificio en el que se encontraban 
reunidos, la Asamblea Nacional aprobó una moción en la que declaraba la 
persona del diputado inviolable y proseguía proclamando que los individuos, 
empresas, tribunales o comisiones que se atrevieran a perseguir, detener o 
intentar detener a un diputado, durante o después de una sesión por razón de 
las propuestas, declaraciones u opiniones formuladas en los Estados Generales 
“son odiosos y traidores a la Nación, y están cometiendo un delito capital”. Este 
novedoso concepto de inviolabilidad se analizó como medida de orden público, 
encaminada a proteger al poder legislativo de las invasiones por parte del 
ejecutivo, y no como privilegio creado para beneficio de una única categoría de 
individuos. Su alcance e implicaciones prácticas y jurídicas siguieron avanzando, 
hasta que se pronunció una distinción clara entre los actos ejecutados por los 
parlamentarios a título oficial y los actos de carácter privado. Por ello, el modelo 
francés llegó a abarcar tanto el privilegio de la libertad de expresión como la 
inviolabilidad parlamentaria. Tuvo una repercusión considerable en Europa y en las 
anteriores colonias francesas, como también la tuvo el modelo de Westminster en 
la comunidad de naciones de la Commonwealth.

La inmunidad parlamentaria garantiza la autonomía, la independencia y la dignidad 
de los representantes de la nación y de las instituciones del propio parlamento, 
protegiéndolos de toda amenaza, intimidación o medida arbitraria contra ellos por 
parte de funcionarios públicos u otros ciudadanos. El abanico de inmunidades es 
variable. La garantía mínima, que se aplica a todos los parlamentos, es la no rendición 
de cuentas. Esta garantía permite que los parlamentarios y parlamentarias, en el 
ejercicio de sus funciones, expresen libremente sus opiniones sin más sanción que la 
de perder la confianza del electorado, que si así lo desea, no renovará sus mandatos 
en las siguientes elecciones. En muchos países los miembros del parlamento también 
disfrutan de inviolabilidad: sólo con el consentimiento del parlamento pueden ser 
arrestados, detenidos y sometidos a procesos penales o civiles. La inviolabilidad no es 
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equivalente a la impunidad; simplemente da derecho al parlamento a verificar que los 
procesos judiciales iniciados contra sus miembros tengan base jurídica.

Recuadro 32	 Protección de los derechos humanos de los parlamentarios: 
el Comité de Derechos Humanos de los Parlamentarios de la UIP

•	 Para que los parlamentarios puedan defender los derechos humanos de los 
ciudadanos a los que representan, ellos mismos deben tener la posibilidad de 
ejercer sus derechos humanos, incluido el derecho a la libertad de expresión. 
Observando que con frecuencia no es ése el caso, en 1976 la UIP adoptó un 
procedimiento para el examen y el tratamiento de las supuestas violaciones de 
los derechos humanos de los parlamentarios.

•	 La UIP confió a un Comité de Derechos Humanos de los Parlamentarios la 
tarea de examinar las denuncias relativas a parlamentarios “que son o han 
sido sometidos a actos arbitrarios durante el ejercicio de su mandato, esté 
el parlamento en período de sesiones, en período de descanso o haya sido 
disuelto como consecuencia de medidas inconstitucionales o extraordinarias”. 
El procedimiento se aplica a todos los miembros del parlamento nacional de 
cualquier país.

•	 El Comité se compone de diez miembros de pleno derecho, cada uno de 
ellos elegido a título individual, por un periodo de cinco años, y tomando en 
consideración la debida representación geográfica y de género. El mismo 
celebra tres sesiones a puerta cerrada cada año.

•	 El Comité busca establecer los hechos de un caso determinado mediante 
la comprobación y la verificación rigurosa de las acusaciones e información 
recibidas, ello en estrecha colaboración con las autoridades nacionales del 
Estado concernido y el denunciante. Cuando ha determinado que una denuncia 
es admisible, el Comité aspira a encontrar una solución satisfactoria del caso a 
la luz de la legislación nacional, regional e internacional en materia de derechos 
humanos y de la jurisprudencia que resulten aplicables. En la ejecución de 
su mandato, el Comité también aplica recomendaciones pertinentes de las 
Naciones Unidas, así como de mecanismos y estructuras oficiales, nacionales y 
regionales de derechos humanos. Las soluciones satisfactorias pueden adoptar 
numerosas formas, como la liberación de un parlamentario detenido, la retirada 
de cargos motivados políticamente, la investigación efectiva de los abusos 
sufridos por un parlamentario y la ejecución de actuaciones judiciales contra 
sus autores.

•	 El Comité celebra audiencias con las partes y, si lo aprueba el Estado interesado 
y se cumplen ciertas condiciones mínimas, puede enviar misiones al país y 
ordenar la observación de los procedimientos judiciales contra parlamentarios 
cuando existan motivos de preocupación respecto al debido proceso.

•	 Las decisiones del Comité son públicas, a menos que considere que existen 
razones imperiosas para mantener una decisión confidencial. El Comité puede 
señalar un caso a la atención del Consejo Directivo de la UIP, su órgano 
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plenario de adopción de decisiones, presentando un proyecto de decisión 
para su adopción por éste. Mediante la adopción de una decisión, el Consejo 
Directivo expresa el parecer de todos los miembros de la UIP e invita a todos 
los Parlamentos Miembros a actuar para apoyarlo, sobre la base del precepto de 
solidaridad parlamentaria.

•	 Las denuncias al Comité las puede enviar el parlamentario afectado, sus 
familiares o abogados, cualquier otro parlamentario, un partido político o 
una organización nacional e internacional competente en la esfera de los 
derechos humanos (las Naciones Unidas y sus agencias especializadas, las 
organizaciones intergubernamentales, las organizaciones interparlamentarias y 
las ONG) a la siguiente dirección de correo electrónico: postbox@ipu.org.

Para obtener más información sobre el Comité y sus procedimientos, incluida la 
presentación de denuncias, visite el sitio web de la UIP: www.ipu.org.

“Lamentablemente en algunos países no se 
respetan los derechos humanos de los propios 
parlamentarios. Su libertad de expresión es 
negada. Son victimizados, encarcelados o incluso 
asesinados por hablar en nombre de su pueblo. 
La UIP desempeña un papel crucial a través de la 
labor del Comité de los Derechos Humanos de los 
Parlamentarios para poner fin a estas injusticias. 
Utilizando el diálogo pacífico y la negociación, la 
UIP obtiene resultados notables, asegurando la 
liberación de los presos políticos y la reparación 
para las víctimas de violaciones”.

La UIP a los 125 años: renovar nuestro compromiso con 
la paz y la democracia, resumen de los debates por el 
Presidente, 2014.

Comprensión del marco jurídico, en particular 
del procedimiento parlamentario

Es indispensable que los miembros del parlamento conozcan perfectamente la 
Constitución y las obligaciones del Estado en materia de derechos humanos, el 
funcionamiento del gobierno y de la administración pública y, por supuesto, los 
procedimientos parlamentarios. Algunos parlamentos, como el de Sudáfrica, organizan 
seminarios para los parlamentarios que han sido elegidos recientemente con el fin de 
que puedan familiarizarse con el marco jurídico en el que desempeñarán su labor y con 
los trámites parlamentarios.

Para cumplir sus funciones, los miembros del parlamento deben recibir 
recursos suficientes.

http://postbox@ipu.org
http://www.ipu.org


101

La asistencia técnica puede mejorar los conocimientos de los parlamentarios en la 
esfera de los derechos humanos y contribuir a asegurarse los recursos necesarios 
(véase el recuadro 26).

Determinación del papel del parlamento 
en los estados de emergencia

Cuando se declara un estado de emergencia, la primera víctima suele ser el 
parlamento: sus poderes pueden verse drásticamente reducidos o incluso puede ser 
disuelto. Para evitar una situación semejante, el parlamento debe velar por lo siguiente:

•	 un estado de emergencia no debe suponer vía libre para la adopción de medidas 
arbitrarias;

•	 el parlamento ha de ser el responsable de declarar y anular un estado de emergencia, 
de conformidad con el derecho internacional de derechos humanos;

•	 los derechos humanos que no están sujetos a derogación no pueden derogarse 
(véase el capítulo 4);

•	 la disolución o incluso la suspensión del parlamento en un estado de emergencia 
debe estar prohibida por la ley;

•	 en estados de emergencia el parlamento debe vigilar estrechamente las actividades 
de las autoridades, en particular de los organismos encargados de hacer cumplir la 
ley, que tienen atribuciones especiales;

•	 los estados de emergencia deben estar definidos en la Constitución o en leyes de 
rango constitucional que las protejan de reformas oportunistas.

Teniendo en cuenta la naturaleza evolutiva de los derechos humanos, y sus crecientes 
ramificaciones en distintas áreas de la labor parlamentaria, ahora es más necesario que 
nunca que los órganos parlamentarios cuenten con un comité de derechos humanos 
(véase el capítulo 11).

Lecturas complementarias

–	 Manual de la UIP sobre la participación de los niños en el parlamento, Ginebra, UIP, 2011.

–	 Informe de la UIP sobre la participación de los jóvenes en los parlamentos nacionales, Ginebra, UIP, 2016.




